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[bookmark: _Toc232498755]
[bookmark: _Toc236127627]apertura DEL conversatorio
-EN LA CIUDAD DE SANTA FE DE LA VERA CRUZ, A LOS TREINTA DÍAS DEL MES DE JUNIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, SE REÚNEN EN EL AULA MARIANO MORENO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y SOCIALES DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL DEL LITORAL LAS SEÑORAS Y SEÑORES PARTICIPANTES DEL TERCER CONVERSATORIO DEL PROCESO PARTICIPATIVO AUTONOMÍA SF, Y, SIENDO LAS 16:15 HS., DICE EL:

SR. COORDINADOR (Gerónimo Peñalva): Muy buenas tardes a todos y a todas, les damos la bienvenida al Conversatorio “Santa Fe Autónoma, Nuevos Derechos, Nuevos Desafíos”. Agradecemos especialmente a la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, a la Universidad Nacional del Litoral, que hoy nos reciben y han puesto a disposición este espacio para la presentación de este encuentro. Asimismo, saludamos a las autoridades académicas de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, a las autoridades académicas de la Universidad Nacional del Litoral y de la Universidad Católica de Santa Fe, a las autoridades municipales y provinciales presentes, a las y los representantes de instituciones, colegios profesionales, docentes, estudiantes y al público que nos acompaña.
	Agradecemos también al acompañamiento institucional del Colegio de Profesionales de la Abogacía de Santa Fe y el compromiso de quienes integran este proceso que aporta al intercambio de ideas y al aporte del ámbito académico para construir una ciudad con instituciones cada vez más sólidas, participativas y democráticas.
	Para dar inicio a este Conversatorio invitamos a brindar unas palabras de bienvenida a la doctora Claudia Levin, Decana de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional del Litoral, a Silvina Cian, vicepresidenta primera del Honorable Concejo Municipal y a Sergio “Checho” Basile, presidente del Honorable Concejo Municipal de nuestra ciudad.

[bookmark: _Toc232498756][bookmark: _Toc236127628]Palabras de bienvenida de la señora decana de la facultad de ciencias juridicas y sociales de la universidad nacional del litoral
SRA. DECANA FCJS (Abog. Claudia Levin): Muy buenas tardes a todas y a todos. Muy bienvenidos a Casa, como solemos decir, que es la Casa de todos, que es la Universidad Pública. Nos da muchísimo gusto que estén todos aquí, y que sea una actividad especialmente convocada por el Concejo Municipal, por iniciativa de las concejalas y el presidente del Concejo Municipal. Y convocadas todas las instituciones de la abogacía santafesina, está la Universidad Católica de Santa Fe, está el Colegio de Profesionales de la Abogacía de Santa Fe, como siempre, trabajando en conjunto, porque creemos que en conjunto podemos debatir sobre las mejores reglas, las mejores normas, para un mejor vivir de la ciudadanía santafesina. En virtud de la Reforma de la Constitución Santafesina y posteriormente de la Ley Orgánica de Municipios, se abre un debate. Y este es el debate que se está transitando por medio de conversatorios con especialistas a quienes respeto y que, además, aprecio.
	Creo que esta va a ser una jornada de muchísimo provecho para todos, para pensar, para repensar, para seguir pensando, para luego concluir en cuáles son las mejores normas, las mejores estructuras que puedan cobijar los nuevos derechos en nuestra ciudad, para nuestro Concejo Municipal, para nuestro Ejecutivo Municipal. En definitiva, no es para ellos, es para nosotros, es para la ciudadanía.
Así que realmente aprecio la propuesta, la valoro muchísimo. Nosotros trabajamos en conjunto y esto, que se siga trabajando en conjunto para la ciudadanía, como veníamos diciendo. Así que muchas gracias a todas y a todos y bienvenidos a la Casa de todos, a nuestra Casa. Gracias.
-aplausos.

[bookmark: _Toc236127629]palabras de bienvenida de la señora vicepresidenta primera del honorable concejo municipal
SRA. VICEPRESIDENTA PRIMERA (Silvina Cian): Muy buenas tardes, bienvenidos, muchas gracias, para nosotros es muy importante que nos acompañen hoy. En primer lugar, queremos darle las gracias a Claudia Levin, Decana de esta prestigiosa Casa, porque desde el momento en que tomamos la iniciativa, junto con las concejalas Capovilla y Battistutti y también, por supuesto, con nuestro presidente “Checho” Basile, ella nos dio la oportunidad de traer esta iniciativa aquí a esta Casa, que para nosotros es un referente absoluto. Así que, muchas gracias de corazón. Y tener también expositores de esta jerarquía, de esta característica. Agradecer a la gente, como decíamos, de esta Casa, de la Universidad Nacional del Litoral, de la Universidad Católica de Santa Fe, del Colegio de Profesionales de la Abogacía, es sumamente importante.
	Quizás no nos damos cuenta del momento histórico que estamos atravesando con esta Carta que nos va a regir a los santafesinos, a los vecinos y las vecinas, sin dudas es un hecho importante, trascendental para la vida nuestra, que quizás nosotros seremos protagonistas en este tramo de la historia, pero que va a regir, sin duda, a nuestros hijos, nietos, bisnietos por 60, 70, 80, 90 años, quién sabe. Pero la verdad que es un momento histórico y así queremos considerarlo, tenerlo en cuenta, valorarlo y aprovecharlo al máximo, donde la propuesta participativa de todos es altamente valorable. Así que gracias a todos por acompañarnos.
	Decirles que esta instancia no es la única. Pensamos hacer algo parecido, pero ya destinado a los profesionales de ciencias económicas, lo estamos organizando, que participan las instituciones, las asociaciones, los vecinos, las vecinas, así que aprovechar al máximo esta propuesta de la cual están, por supuesto, todos invitados y que vamos a informar debidamente a través de los medios de comunicación y de las redes sociales. Nuevamente, gracias por acompañarnos. Disfrutemos y aprovechemos a pleno instancias de estas características porque seguimos reforzando nuestra democracia fundamental. Muchas gracias.

-aplausos.

[bookmark: _Toc236127630][bookmark: _Toc113595755][bookmark: _Toc113823081][bookmark: _Toc113963219]palabras de bienvenida del señor presidente del honorable concejo municipal
SR. PRESIDENTE (Sergio Basile): Bueno, muy buenas tardes. Firmo todos los agradecimientos al pie para no repetir, pero realmente es un lindo momento que vamos a vivir y a todos los profesionales que se prestan también con sus conocimientos para poder aportar a una idea que, desde este año, nosotros entendíamos como un punto de inflexión en la ciudad después de la Reforma de la Constitución Provincial, de pensar cómo se gobierna la ciudad, cómo se administran los recursos, cómo nos vinculamos con la región, de qué manera también podemos pensar o planificar cómo vivimos la ciudad.
	Bueno, implica todos estos desafíos. Cada derecho que está escrito se debe garantizar y eso implica muchos desafíos: el derecho digital, el derecho ambiental, la participación ciudadana, también la seguridad pública, medidas de acción positiva, derecho a la ciudad. Son temas que vamos a abordar hoy y que nos permite también pensar de qué manera vamos a transitar ese camino para generar y colaborar con una carta orgánica que va a regir y que nos va a cambiar quizás la vida en 30, 50 años de nuestra historia y de nuestra vida. No solamente queda plasmado en la decisión de este Cuerpo de concejales, que les agradezco a las concejalas Battistutti, Cian, Capovilla, Quiroz, Barletta, que se animan también a romper ese molde, a romper esa frontera y pensar un poco más hacia adelante.
	Le agradezco a Gustavo Daverio también que está encargado de todo lo que es la agenda programática que nos permite pensar justamente esta ciudad que queremos vivir mejor y que queremos que cada vecino sea protagonista de ese futuro, y esto es parte de ese trabajo que vamos a comenzar y que ya estamos desarrollando.
	Así que la invitación sigue siendo esta para que sigamos pensando, que incorporemos nuevos registros también a estos ejes, que se animen también a incorporarse a hacer estos estos conversatorios, estos foros de debate, porque sin duda lo vamos a hacer en esta Casa, a quien agradecemos muchísimo, pero también en el Concejo Municipal o en cualquier parte del territorio de la ciudad, que también hay que descentralizar, hay que tener una mirada muy territorial, porque son distintas historias, distintos desafíos y distintas construcciones las que vamos a llevar adelante.
	Así que la invitación está hecha, que disfruten la jornada y que seguramente van a ser muchas también las ideas que van a surgir a partir de estos conversatorios. Muchísimas gracias.
-APLAUSOS.

[bookmark: _Toc236127631]Disertación del abogado Esteban Gaggiamo
SR. COORDINADOR (Peñalva): Muchísimas gracias a todos y a todas. Damos inicio entonces al conversatorio.
[bookmark: _Hlk235985551]	En primer lugar, va a intervenir el profesor Esteban Gaggiamo, quien es Abogado, Magíster en Derecho Administrativo por la Universidad Austral, docente de la Universidad Nacional del Litoral y, bueno, para todos los que tuvimos el gusto de compartir momentos con él, es mucho más que todo esto y es imposible describir la persona de Esteban con una lectura de su currículum.
	Así que, simplemente, Esteban, como para comenzar, te quería preguntar si creés que luego de la Reforma de la Constitución Provincial, se garantizó la autonomía institucional de los municipios y es necesario dictar una carta orgánica para Santa Fe, y en ese marco qué rol debe cumplir en este sentido el Concejo Municipal.

SR. ESTEBAN GAGGIAMO: Primero que nada, gracias Claudia, gracias a las autoridades del Colegio de Profesionales de la Abogacía y gracias “Checho” Basile, pero no quiero dejar de rendir un pequeño homenaje a Gerónimo Peñalva, cuya pluma creo que ha sido tan importante. Gente de su calidad, tanto personal como profesional, ha hecho un aporte muy significativo, así que gracias “Gero” porque el afecto es recíproco, pero además hay una admiración.
	Dos preguntas me hacés y te respondo las dos cosas de frente. ¿si hace falta una carta orgánica?, la Constitución habilita a dictarla, pero no obliga; por eso, más que necesaria yo la veo como una posibilidad que conviene decidir, decidir bien y decidir en su tiempo. Y sobre la segunda parte, el rol del Concejo es central. Sin el Concejo sencillamente no hay Carta Orgánica. Pero vamos por partes; las dos juntas se nos unen.
	La autonomía institucional no empieza con la Carta Orgánica, empieza un paso antes. Es la decisión libre de dictarla o no dictarla y, en su caso, cuándo, a partir de la habilitación constitucional. La Constitución dice que los municipios de más de 10.000 habitantes pueden dictar su carta orgánica, reitero, pueden, es una potestad, no es un deber, y por eso para mí la primera y más genuina manifestación de autonomía es justamente ejercer ese juicio con libertad, decidir que sí, decidir que todavía no, decidir cuánto. Hasta la decisión de esperar, si es razonada, es un acto de autonomía; de lo contrario, dictarla porque hay que dictarla, porque otros lo hacen o porque es la consigna del momento, se parece, me parece a mí, menos a la autonomía que a su reverso. Ahora bien, esa decisión no puede ser tomada en abstracto. Su oportunidad depende de numerosos factores. Solo voy a enunciar algunos.
	En primer lugar, entiendo que depende del estado del campo de juego provincial, que para mí todavía se está completando. La Ley de Coparticipación Municipal tiene plazo constitucional hasta septiembre de 2027 y todavía está pendiente, y hay varias leyes sectoriales que delimitan lo que un municipio puede regular, lo que se define como su materia propia, que siguen escritas para un municipio anterior a la Reforma Constitucional. También depende de capacidades técnicas, de los recursos disponibles para encarar un proceso responsable; depende de la agenda local, de cuánto se quiera y quién quiera efectivamente construir con esta Carta Orgánica. No traigo esto para sembrar desconfianza, todo lo contrario, lo traigo porque valorar la oportunidad no es dudar de la autonomía, es tomarla un poco en serio. Una carta orgánica dictada en el momento justo es una herramienta; una carta apurada corre el riesgo de heredar y hasta multiplicar ciertas indefiniciones que todavía hoy parecen no estar resueltas.
	Hecha esta salvedad, supongamos que la decisión de avanzar madura. La Constitución de 2025 traza un procedimiento de bastante claridad y en ese procedimiento el Concejo no es un actor secundario; yo digo que es el que tiene la llave. Santa Fe, Capital de la Provincia, está holgadamente dentro de la franja de municipios de más de 10.000 habitantes. La pregunta para nosotros no es si podemos, si no si conviene y cómo. Y, además, debemos tener en claro que a la Carta no la dicta el Concejo ni la dicta el Intendente; a la Carta la sanciona una Convención, que en las disposiciones transitorias la Constitución la llama Convención Municipal o Convención Estatuyente, pero es el mismo órgano: un Cuerpo electo por la ciudadanía especialmente para eso. Y esa Convención se convoca –dice el artículo 155–, por una ordenanza dictada por el Concejo Municipal. Ahí está la llave: sin ordenanza del Concejo no hay Convención, y sin Convención no hay Carta.
	Las disposiciones transitorias nos dicen que el Intendente puede remitir al Concejo un proyecto de ordenanza declarando la necesidad del dictado de la Carta y convocando a la Convención. Es una iniciativa que desemboca necesariamente en el Concejo. El Departamento Ejecutivo propone, el Concejo decide. La declaración de necesidad y la convocatoria son, por mandato constitucional, ordenanza; y la ordenanza es competencia del Cuerpo Legisferante, que incluso debe diseñar ese proceso. Esas decisiones de diseño son, en buena medida, las que determinan si la Carta será un ejercicio participativo y plural o si apenas será un trámite, y empiezan a tomarse hoy, mucho antes de que la Convención se siente a escribir.
	Teniendo en cuenta que la Constitución fija un piso de contenidos en el artículo 155, inciso 2º, esos contenidos se regulan dentro del marco constitucional y legal. Eso significa que por encima de la Carta están la Constitución Nacional, la Constitución Provincial y, en algunos aspectos, la Ley. En particular, la nueva Ley Orgánica de Municipios Nº 14.436, vigente desde abril de este año, constituye una norma que debe ser tenida en cuenta como espejo, ya que fija un marco que cualquier carta debe observar con detenimiento. Es decir, la Carta es la norma local de mayor jerarquía, pero no es una hoja en blanco y tampoco resuelve por sí sola el reparto de competencias.

SR. COORDINADOR (Peñalva): Esteban, ¿considerás que es necesario introducir un capítulo referido a derechos y garantías en una carta orgánica?

SR. ESTEBAN GAGGIAMO: Es una segunda pregunta que es bien concreta: ¿hace falta o no hace falta introducir un capítulo de derechos en la Carta? Adelanto mi respuesta y después la fundo: a mi juicio, no es imprescindible.
	La respuesta intuitiva y entendible sería: incorporémoslo, hagamos en la Carta un buen catálogo, generoso, que recoja los nuevos derechos –el ambiente, el agua, los datos personales, los entornos digitales, el derecho a la ciudad, los cuidados–, y los deje escritos también acá, en la norma local. A mi juicio, incorporar expresamente esos derechos en la Carta no es en rigor necesario, por una razón sencilla: esos derechos ya rigen, y rigen plenamente sin necesidad de que la Carta los repita. Están en la Constitución Nacional, están con enorme amplitud en nuestra nueva Constitución local, están en los Tratados de Derechos Humanos con jerarquía constitucional, y la propia Constitución de Santa Fe se encarga de despejar cualquier tipo de duda: dice que los derechos fundamentales de libertad y sus garantías son directamente operativos, y reconoce incluso los derechos que no están enumerados, los que nacen de los principios que la inspiran.
	Ningún vecino de esta ciudad tiene hoy menos derechos por el hecho de que la Carta Orgánica no esté dictada. Que quede claro un poco lo que estoy diciendo y lo que no estoy diciendo: no estoy diciendo que la Carta deba ignorar los derechos; estoy diciendo algo más preciso, que el aporte específico de una carta orgánica a los derechos no me parece que esté en declararlos.

SR. COORDINADOR (Peñalva): Y, desde esa perspectiva, Esteban, en caso de que no se plasmen expresamente, ¿qué mecanismos considerás que podrían implementarse para garantizar estos derechos?

SR. ESTEBAN GAGGIAMO: Bueno, reitero: un derecho no se garantiza por incorporarlo en un papel, sino construyendo mecanismos institucionales que lo vuelvan operativo. Para entender qué maquinaria hace falta hay que ver también un poco cómo cambió el terreno, porque para regular bien hay que saber primero qué se quiere regular, cuáles son hoy esos problemas que deben ser enfrentados.
	Parece una obviedad, ¿no? Pero los desafíos que enfrenta Santa Fe hoy, en 2026, para los próximos 40 o 50 años, son muy distintos de los que existían cuando se diseñaron buena parte de los instrumentos normativos que todavía hoy usamos. Y no cambiaron solo los problemas: también existe otra perspectiva desde donde interpretar estos que se denominan “nuevos derechos”, varios de los cuales estamos invocando, construcciones recientes que todavía estamos aprendiendo a precisar.
	Pienso en el derecho a la ciudad, la idea de que quien habita la ciudad no es un mero usuario del espacio urbano, sino el titular de un derecho colectivo a habitarlo, a decidir sobre él y a no ser expulsado de él, es una categoría joven, ajena al horizonte de quien redactó nuestras viejas normas, y reclama respuestas a la altura de las problemáticas nuevas, no alcanza con nombrarlas, hay que saber también qué es lo que se exige.
	Y al respecto, quiero ejemplificar algunos de esos nuevos problemas como, por ejemplo, los que despiertan las nuevas tecnologías, las nuevas formas de producción, no para agotarlos sino para mostrar que existen, y que tocan de lleno lo municipal. El primero que pensé tiene que ver con un contexto global, que incide de frente a lo local y tiene que ver con las nuevas formas de producción. Hoy, ciertas corporaciones tecnológicas encontraron una materia prima nueva y, aparentemente, gratuita: nuestra experiencia, nuestros datos de comportamientos, y la convirtieron en predicciones que se compran y que se venden. Pensemos en algo tan cotidiano como los mapas que usamos a diario, las cámaras que recorren las calles, el territorio de la ciudad, el espacio público que el Municipio administra se vuelve un dato capturado, con la promesa de una mejor ciudad.
	Se debate hoy si las denominadas “smart cities” tienen ese trasfondo, y la pregunta municipal es inevitable: ¿quién gobierna ese espacio?, ¿cómo se regula y con qué instrumentos? Los bienes públicos hoy son considerados insumos o materia prima, y parecería que lo público se está corriendo, y si lo público se debilita también se debilita el lugar desde donde, justamente, se pueden poner reglas. No es sólo que lo público se debilita, hasta el espacio de encuentro: el mercado, la plaza, la calle, no sólo nuestra intimidad y nuestro excedente conductual de la red, pasan a ser controlados por algoritmos sobre los que el Estado parece no poder incidir.
	Para bajar a tierra, voy a poner un ejemplo. Giuliano da Empoli, en el último capítulo de su última obra “La hora de los depredadores”, constituye casi una parábola municipal. Una pequeña comuna francesa, cercana a París, empieza un día a ser atravesada por miles de autos y camiones. Su Intendente, 25 años en el cargo, da con la causa: una aplicación, Waze, descubrió que por esas calles el viaje a París se acortaba en unos minutos y se puso a desviar el tránsito por ahí. A la aplicación no le importan los chicos en bicicleta, ni la escuela, ni la plaza, su única misión es hacer ganar tiempo. Y el Intendente hace lo que un intendente puede hacer: cambia el sentido a algunas calles, agrega semáforos, baja la velocidad máxima, pero el algoritmo recalcula y sigue.
	Detengámonos un ratito en lo que este caso puede significar, porque es exactamente nuestro tema. Hay aquí una competencia municipal de manual: el ordenamiento del tránsito, el uso de las calles, la planificación territorial, y resulta que, en los hechos, quien decide cómo se transita el territorio no es el Intendente ni el Concejo, sino un algoritmo administrado quién sabe dónde. La soberanía sobre el propio territorio puede aparecer desplazada, el silencio es un actor que ni siquiera ofrece una mesa dónde discutir, es la cara concreta de la asimetría que me preocupa. Y la lista puede seguir: trabajos mediados por plataformas, y la calificación algorítmica de quien reparte o conduce, las promesas de ciudades inteligentes a cambio de nuestros datos, decisiones públicas que empiezan a delegarse en sistemas, cuya lógica no se sabe cómo se controla.
	Todas comparten un rasgo: son problemas nuevos, para los que las herramientas viejas no fueron pensadas. Ante ello, quiero subrayar que no se puede regular lo que no se comprende, y por eso, el primer trabajo, antes de cualquier carta orgánica, para mí, es mirar de frente estos problemas, los de hoy, y no los de hace medio siglo. Reivindicar la cosa pública es un acto de enorme valor, por eso, me parecen importantísimos estos espacios.
	La cosa pública cambió, y cambió hacia una desigualdad muy clara: de un lado, vecinos, vecinas y un municipio con recursos limitados, y del otro, corporaciones más poderosas que muchos Estados. Y cuando lo público cambia de ese modo, las disputas son radicalmente desiguales, y no es un detalle menor preguntarse, ante esa asimetría, a quién se le piden las respuestas.
	Al municipio se le exigirá mucho, pero buena parte de las palancas no están en el municipio. Saberlo no es una excusa para no actuar; es una condición para actuar con lucidez, articulando los niveles del Estado en vez de dispersarlos. Un Estado fragmentado deja a la persona sola frente a una nueva forma de poder que parece perfectamente coordinado.
	Por eso, insisto, frente a la fragmentación, la respuesta no es menos Estado y un Estado más disperso, sino instituciones locales más fuertes, mejor articuladas y más cercanas. Y eso, instituciones que de verdad funcionen es, otra vez, una cuestión de maquinaria.

SR. COORDINADOR (Peñalva): Y desde esa perspectiva, Esteban, ¿en qué pensás que debería concentrarse la Carta?

SR. ESTEBAN GAGGIAMO: La buena noticia es que a esa maquinaria no hay que inventarla de cero. Nuestra Constitución del ‘25 ya nos da una buena parte de ese material.
	El artículo 45° compromete a la Provincia a una gestión pública orientada a generar valor público, con políticas basadas en datos y en evidencia científica, planificadas y evaluadas. Y lo que quiero subrayar, es que dispone que “la Provincia organiza diseños institucionales, sustentados en la coordinación interjurisdiccional e intersectorial, la participación ciudadana y la inclusión de distintas perspectivas”. El artículo 46°, por otra parte, reconoce a los datos públicos como bienes estratégicos y exige para ellos una gobernanza democrática, transparencia, trazabilidad, interoperabilidad, participación social y rendición de cuentas, entre otros principios.
	Organizar diseños institucionales; no parece una fórmula decorativa. La propia Constitución le asigna a la Provincia una tarea importantísima de diseño, de arquitectura institucional, precisamente, frente a esos aspectos nuevos. El constituyente entendió que los datos, la evaluación de las políticas o la articulación entre niveles, no se resuelven con una buena declaración, sino diseñando las instituciones que lo hagan funcionar. Y la coordinación interjurisdiccional que el artículo 45° reclama, puede ser el antídoto contra la fragmentación que mencionaba recién. La Carta Orgánica debe insertarse en ese marco, articularlo a nivel local.
	Creo necesario que un Municipio que diseñe en diálogo con la Provincia, con agendas compartidas, es indispensable. Hay que contar con agendas de trabajo. Toda esa maquinaria necesita una idea que la ordene, y ahí creo que está el verdadero desafío. Gargarella tiene una imagen que me parece muy lúcida en este aspecto. Dice que las reformas constitucionales suelen poner todo su entusiasmo en la primera parte, en la declaración de derechos, la parte noble, la vidriera, y deja intacta la sala de máquinas, la parte orgánica, el espacio donde se decide quién decide, cómo se decide y cómo se controla. Y un derecho sin una maquinaria institucional que lo vuelva operativo, no es todavía un derecho, sino que es una promesa. Acá está, para mí, la respuesta de fondo: garantizamos los derechos construyendo inteligentemente una maquinaria institucional.
	Entonces, para mí, la pregunta más importante no debería ser qué derechos incorporamos, sino qué maquinaria construimos para que esos derechos se vuelvan exigibles, controlables y evaluables. Creo que a eso debemos destinar principalmente nuestra energía, y para esa maquinaria parece importante ensamblar cuatro piezas que entiendo fundamentales, entre otras: primero, la participación ciudadana. La Constitución lo consagra expresamente. Segundo, la transparencia y el acceso a la información. La Constitución los coloca muy alto: integridad, publicidad, rendición de cuentas, acceso a la información pública, guiado por el principio de máxima divulgación, y hasta el reconocimiento de los datos públicos como un bien estratégico. La Carta puede convertir estos principios en mecanismos concretos, exigibles y con consecuencias cuando no se cumplen.
	Tercero, las políticas públicas. La nueva Constitución pide políticas públicas basadas en datos y en evidencia, planificadas y, sobre todo, evaluadas. Una carta moderna puede institucionalizar todo eso: la obligación de planificar, de medir resultados, de rendir cuentas, de lo que funciona y de lo que no funciona. No es habitual ver esto en las cartas orgánicas y es, probablemente, donde una Carta santafesina podría hacer una diferencia genuina.
	Y, en cuarto lugar, el control. La Constitución exige que la Carta prevea un sistema u órganos de control, diseñarlos con garantías reales, con independencia y no como una formalidad. Es una de las decisiones más importantes que la Convención puede llegar a tomar, porque no hay derecho efectivo sin un control que lo respalde. Y no hay justicia territorial sin políticas coordinadas, no hay autonomía sin control y creo que no hay democracia sin participación.
-aplausos.

[bookmark: _Toc236127632]Disertación del abogado Mario barbotti
SR. COORDINADOR (Peñalva): Muchas gracias Esteban por tu participación.
	Seguidamente conversaremos con Mario Barbotti, quien es Abogado y docente de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad Católica de Santa Fe. Y en conversaciones previas, se planteó la idea de hablar sobre tres dimensiones de forma, relevantes para una carta orgánica municipal consensuada y consecuente. Desde esa perspectiva, Mario, preguntamos al inicio: ¿qué podemos entender por dimensiones de forma en este punto del proceso autonómico municipal y cuáles serían?

SR. MARIO BARBOTTI: Buenas tardes a todos. Yo no tengo la voz de galán, ni la soltura hipnótica de Esteban, pero comparto con Gerónimo la admiración, porque ha sido formador de muchos de los que hoy estamos sentados acá.
	A priori, una digresión, quiero hacer un agradecimiento, aunque ya se marcó yo lo voy a reiterar, a la Casa que nos recibe, la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales; a la Casa que nos mociona para estar acá, que en este caso es la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad Católica; al Colegio de la Abogacía de Santa Fe, que comparte el mismo objetivo formativo, de contención de la profesión del derecho. Para mí es particularmente honroso, porque además soy hijo adoptivo de esta ciudad. Es decir, soy uno más de los que ha venido –hace casi más de treinta años–, a estudiar a Santa Fe y la ha elegido para quedarse, construir afectos, profesión, familia, etcétera. Entonces, es doblemente importante poder participar y traer estos temas al debate, que es lo importante.
	Dimensiones formales; nosotros lo marcamos como una dimensión “de forma” –y me voy a permitir poner comillas como para relativizar el término–, mas no formales porque no queremos decir que sean carentes de sustancia. No hay que explicarle a una platea que está en una Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, básicamente, que fondo y forma, en derecho, es correlativo y nosotros no podemos, sin el vehículo natural –que, en el caso de la normativa, es el texto escrito–, más algunos niveles de legitimación, en algunos casos objetiva y en otros subjetiva, consolidar el derecho que se pretende atribuir a determinados sujetos.
	La primera dimensión que traigo a colación es esta que estamos viviendo acá; a diferencia de lo que pasó con el proceso convencional reformador de la Provincia, donde uno de los argumentos para no iniciar una ronda de debate abierto fue que ya existía un bagaje de proyectos de reforma constitucional, a lo largo de los años, que reunían la masa crítica de temas que requería la reforma en al ámbito de derechos y en el ámbito de organización de los poderes públicos. Aquí partimos desde cero. Esteban nos trae el punto al que llegamos, el recorrido normativo. Tenemos todas las habilitaciones normativas a efectos de decidir libremente si se dicta o no la Carta Orgánica. Esa como primera dimensión.
	La segunda dimensión es la estructural, el diseño que un poco planteaba Esteban. Hay un par de colegas del equipo profesional del Concejo que trabajaron en un comparativo de cartas orgánicas argentinas, lo presentaron hace un par de semanas en el Concejo, y ahí se ve claramente que la preferencia de los convencionales locales suele ser mantener la estructura del diseño tradicional, o sea, preámbulos, declaraciones, derechos, garantías, parte orgánica.
	Y la tercera dimensión es quizás la más subestimada, al menos jurídica, que es la técnica legislativa, es decir, cómo el soporte, la redacción de un determinado artículo, de un determinado texto, “garantiza” –esto también entre comillas–, la aplicabilidad de la interpretación unívoca de la norma, por la cual yo quiero conferir, en este caso puntual, derechos o establecer una competencia pública en cabeza de un órgano.
	Entonces esas serían básicamente las tres dimensiones.

SR. COORDINADOR (Peñalva): Y desde esa perspectiva, Mario, ¿cuál es el componente relevante de cada una de esas instancias que mencionás dentro del contexto específico de la Carta Orgánica?

SR. MARIO BARBOTTI: El componente relevante de la dimensión preparatoria, que sería esta, que no puede ser sine die, es decir, no la podemos extender eternamente, pero tampoco tenemos una limitación, o sea, el programa Autonomía SF propone un esquema de trabajo que tuvo antes una instancia que tenía como componente el aspecto demográfico, el aspecto socioeconómico, y hoy tenemos una instancia que tiene que ver con diseño jurídico, con el aspecto jurídico, hacia adelante podemos tener una basada en la dimensión económica.
	Santa Fe tiene –normalmente así lo planteamos–, tres dimensiones formales, tiene una triple realidad como ciudad. Es una ciudad de escala grande, ella tiene las complejidades de esa escala; es heterogénea, y esa heterogeneidad tiene al menos tres dimensiones. Primero, es la Capital de la Provincia, por lo tanto, sede del Gobierno Provincial con todo lo que eso acarrea.
	En segundo lugar, hay un componente que tiene que ver con la heterogeneidad geográfica, es decir, no es lo mismo movernos en el centro-sur de la ciudad que en el cordón oeste o en el norte. Si uno transita esos distintos lugares, por definir tres –o sea, usar la regla mnemotécnica, si uno quiere hasta cabalística de decir tres– tres dimensiones, tres realidades solamente –seguramente son más–, tenemos tres ciudades de Santa Fe distintas.
	Y la tercera es la socioeconómica, también es muy heterogénea socioeconómicamente. Una ciudad que por escala y por, quizás, la consolidación de patologías urbanas previas, sostenidas a lo largo de los años, se ha vuelto mucho más heterogénea y mucho más variada. 	Es decir, es difícil atender todas esas realidades con el mismo instrumento, requiere algún tipo de adaptación particular.
	Y, además, tiene que ver con el destinatario, es decir, adónde nosotros estamos enviando el mensaje, hacia quién va dirigida esta Carta. Es decir, nosotros ya jugamos, no en la dimensión que plantea Esteban, sobre la oportunidad de dictarla o no dictarla, sino que estamos asumiendo que ya estamos trabajando, hipotéticamente, en una Carta. Y el destinatario tiene también, al menos, tres dimensiones.
	La histórica, la tradicional, aquella para la cual trabaja la institucionalidad pública, es básicamente la del ciudadano. El ciudadano tiene domicilio en la ciudad de Santa Fe y vota, elige a quienes componen el gobierno municipal, en el Departamento Ejecutivo y en el Concejo Deliberante. Ahora, Santa Fe, Metropolitana, Santa Fe con un gran conurbano, tiene como realidad que no todos los que transitan la ciudad a diario viven, están domiciliados en la ciudad de Santa Fe, por lo tanto, no eligen autoridades, pero desarrollan las distintas dimensiones de su vida en la ciudad de Santa Fe, todos los días, a lo largo de muchos años. Entonces, la del habitante, la del residente, es una segunda dimensión, que es distinta a la del ciudadano, que tiene puntos de contacto, pero que es distinta.
	Y la tercera es la dimensión económica, que no la podemos dejar afuera, donde tenemos básicamente empleados y empleadores, capital y trabajo, y usuarios y consumidores. Todas ellas son categorías conocidas por nosotros, pero refleja un poco la variedad del tipo de destinatario que nosotros tenemos para la Carta en una ciudad a su vez también diversa.
	Recapitulando, la tercera dimensión formal es la de la técnica legislativa. O sea, la técnica legislativa ni siquiera es una disciplina jurídica, es una disciplina –la palabra vasallo no me gusta– pero es subsidiaria del derecho parlamentario. Es una técnica como tal, no un área del derecho, que básicamente nos dice que la forma, el soporte escrito de la norma, es decir, el artículo de unidad integrante de una norma determinada, por ejemplo, tiene que tener una claridad, una simpleza, una forma de expresión, la preferencia por términos unívocos, es decir, que puedan tener una interpretación equivalente, igual, por parte de los distintos actores del sistema a la hora de interpretar o aplicar la norma. Esa claridad en la norma se vuelve complementariamente una garantía al derecho, ¿por qué?, porque no queda librado a la interpretación variada por la opacidad de la norma. Entonces, la técnica nos ofrece una serie de elementos que en principio no son jurídicos, pero que deben ser contemplados.
	El doctor Peñalva participó en la Convención Reformadora del año pasado, en la Comisión Redactora, él puede dar fe –lo traigo a colación porque está compartiendo el panel con nosotros–, de las dificultades que tiene conciliar, por ejemplo, un texto constitucional con dos realidades totalmente distintas; al ser una reforma parcial, la Constitución del ‘62 más las modificaciones del ‘25. Aquí tendríamos una ventaja. Vamos desde cero, podemos darle a esta Carta en su estructura la impronta que queremos, y en eso yo comparto con Esteban, el catálogo de derechos debe ser criterioso. O sea, es preferible quizás no parafrasear, no traer a colación reiteradamente aspectos que ya están consolidados en la Constitución Nacional, que ya están consolidados en la Constitución Provincial, y sí hacer énfasis en los diferenciales, aquellas cuestiones que son específicas de Santa Fe y que son novedosas para la organización y la calidad institucional de Santa Fe.
	Normalmente –cierro con esto la idea–, siempre tengo mucho aprecio por un artículo, que históricamente era el 6º de la Constitución del ‘62, hoy es el 11º en el corrimiento del diseño, y ese artículo dice: "Los habitantes de la Provincia, nacionales y extranjeros, gozan en su territorio de todos los derechos y garantías que les reconocen la Constitución Nacional y la presente, inclusive de aquellos no previstos en ambas y que nacen de los principios que las inspiran". Hay una claridad en esa cláusula constitucional de los constituyentes del ‘62 que hace una remisión que no requiere, en algún punto, mayores complejidades. A ese tipo de redacciones –y nos va a ayudar el hecho de que partimos desde cero–, es hacia donde deberíamos tratar de propender. Previo relevar las necesidades objetivas de la ciudad y del ciudadano, de la ciudad y del habitante, de la ciudad y del usuario y del consumidor, y una vez que tomemos decididamente el camino de la convención autónoma.

SR. COORDINADOR (Peñalva): Mario, y para cerrar, ¿a qué conclusiones prácticas pensás que se puede arribar a partir de tu planteo?

SR. MARIO BARBOTTI: Básicamente, tres, siempre manteniendo esta línea. En cuanto a la etapa previa, a esta que estamos discutiendo, cuanto más rica mejor. Nosotros estamos, no hace falta decirlo, en un contexto o en una coyuntura histórica de cuestionamiento hacia la legalidad y hacia las instituciones públicas, hacia el Estado como concepto. En un cambio de paradigma, si uno quiere ser más sutil en la forma en que lo expresa.
	Por lo tanto, esta dimensión preparatoria hace a la legitimidad del proceso. Es decir, la legalidad ya la tenemos garantizada, lo que planteó Esteban, hay todo un recorrido desde los artículos 5 y 123 de la Constitución Nacional a la Constitución del ‘25, con 40, más de 40, 60 años de mora para que nosotros tengamos la autonomía consagrada en la Constitución Provincial. Pero en este punto, este recorrido previo garantiza que haya clima constituyente. Yo sé que esto no es una definición jurídica, pero es que a nivel transversal a través de distintos lugares y en distintos receptores en esta ciudad heterogénea haya entendimiento de lo que la Carta busca, entendimiento de lo que la Carta propone y entendimiento del alcance relativo de lo que la Carta puede mejorar y pretende para los próximos 20 o 30 años más.
	Con respecto a la segunda dimensión, que es la de la estructura, es la que menos voy a profundizar. Creo que como esto va de lo general a lo particular, los otros ponentes van a plantear quizás las dimensiones puntuales para incorporar fuera de la estructura tradicional, que es la que replican casi todas las cartas orgánicas. Hago énfasis en algunos de los aspectos que plantea Esteban: participación ciudadana, mecanismos, es esencial; cuestiones metropolitanas y el conurbano, integración, es esencial; la dimensión virtual y de datos, es esencial; procedimiento de formación y sanción de leyes, es esencial; organismos de control y transparencia, es esencial. Consensos mínimos con estándares altos en cada uno de estos niveles.
	Y en la parte de la técnica, una recomendación. Si nos embarcamos definitivamente en la idea de la Convención, las pautas de la técnica deberían estar claras previamente en cada uno de los apartados de trabajo de la convención, las comisiones, o como los llamemos. ¿Por qué?, porque la técnica, para ser correcta, debe ser fiel destinataria de la decisión política. Cuando la decisión política se toma sin tener en cuenta las dimensiones técnicas, después resulta muy difícil adaptar la técnica sin alterar la decisión, la voluntad política de orientarse en un determinado sentido.
	Hay una colega de muchos años en la Cámara de Senadores que tenía una expresión que básicamente decía: “no es lo mismo una buena ley que una ley buena”. Una buena ley tiene el componente de ser clara, concisa, expeditiva, de interpretación unívoca.
	La ley puede ser buena en términos de voluntariosa, lo que pretendidamente pretende otorgar como derecho, pero yo agregaría: no necesariamente esta Carta, siendo buena desde el punto de vista de los derechos que incorpora, va a ser una buena ley si no está tomada en cuenta la dimensión de la técnica. O sea, no es un aspecto jurídico, pero sí es un aspecto relevante.
-aplausos.

[bookmark: _Toc236127633]Disertación de la abogada MARÍA CANDELARIA CORONa GIANOLI
SR. COORDINADOR (Peñalva): Muchísimas gracias, Mario.
[bookmark: _Hlk235999554]	A continuación, vamos a hablar con María Candelaria Corona Gianoli, quien es Abogada, investigadora de la Universidad Católica de Santa Fe e integrante del Instituto de Derecho Ambiental del Colegio de Profesionales de la Abogacía de Santa Fe.
	En primer lugar, Candelaria, la idea es que nos compartas tus ideas respecto de qué es el derecho a la ciudad y el ordenamiento territorial ambiental.

SRA. MARÍA CANDELARIA CORONA GIANOLI: Buenas tardes. En primer lugar, quiero agradecer al Instituto de Derecho Ambiental del Colegio de Abogados de Santa Fe, y principalmente a Diana Moralejo en cuyo lugar estoy yo hoy, por darnos siempre un lugar a los jóvenes, porque es un placer estar compartiendo panel a los 24 años con estos grandes del Derecho, quienes también fueron mis profesores en su momento. Muchas gracias por eso, y a la UNL por recibirnos.
	Ahora, yendo a la pregunta principal, en primer lugar, como bien dijeron los expositores anteriores y como en la introducción también se nombró, estamos en un momento histórico clave donde podemos ponernos de acuerdo en cómo queremos vivir. A esto podemos realizarlo a través de la aplicación de herramientas, como lo es el ordenamiento territorial ambiental, y a través de esto también garantizar el derecho a una ciudad que sea sostenible.
	En primer lugar, el derecho a la ciudad históricamente se lo vio como el derecho a tener una vivienda digna y el acceso a algún que otro servicio público básico, pero, en realidad, hoy lo que vemos es que esto es un concepto mucho más amplio, donde además de garantizar el derecho a una vivienda digna y el acceso a los servicios públicos básicos, y que sean de buena calidad, también debemos incorporar otros nuevos derechos, que como bien dijeron, ya se encuentran consagrados, como lo son el derecho a un ambiente sano, a espacios públicos seguros, a una movilidad adecuada, a un equipamiento comunitario, y también incluir el cómo nos movemos, espacios donde se pueda compartir tanto la cultura, como la educación y la recreación. No es quedarnos en esta idea histórica básica de la ciudad, sino también incorporar todos estos nuevos derechos que se están reconociendo y que también se introducen, gracias a la Reforma de la Constitución, en la agenda, como lo es la educación ambiental, el turismo sustentable, la economía circular e incluso cómo frenar las contaminaciones por microplásticos, temas muy importantes y que recién ahora estamos empezando a ver y por los que nos estamos empezando a preocupar.
	Por su parte, el ordenamiento territorial ambiental no es solamente hacer un “mapita” y pintar las zonas por colores, ya que históricamente se vio que quienes ordenaban el territorio eran arquitectos. Estos arquitectos generalmente se basan en el ordenamiento del territorio pensando en el urbanismo; por lo tanto, quedan zonas como, por ejemplo, los campos, que quedan aislados y se forman compartimentos estancos, que no es la idea, sino que el ordenamiento del territorio debe ser amigable con el ambiente y formar políticas públicas que sean en serio, que sean transversales y dinámicas, para que nosotros podamos tanto crecer económicamente como también producir -algo que es muy importante en nuestro país-, y que esa producción sea amigable con la naturaleza, para cuidar y no comprometer a las generaciones futuras.
	Entonces, como bien dice la CEPAL, ordenar el territorio ambientalmente es lograr un consenso entre lo ambiental, lo social y lo económico. Para esto, es muy importante gestionar estas famosas cuencas vitales; esto es, integrar tanto la ciudad como el entorno rural y demás áreas protegidas que tenemos en nuestra provincia y en nuestra ciudad. Por ejemplo, si un productor tala un bosque nativo está generando un impacto negativo en el ambiente, está reduciendo la biodiversidad, cuando tenemos herramientas que pueden ayudar a que, en cambio, el productor proteja la naturaleza. Por suerte hoy se está poniendo muy de moda todo lo que es la producción sustentable, y lo vemos cada vez más seguido. Yo, que trabajo con productores, veo cada vez más este interés por la producción sustentable y por cuidar el ambiente, porque lo que esto hace indirectamente es regalarnos un servicio ambiental gratuito para el resto de la sociedad, no solo pensando en uno mismo.
	Entonces, también lo que tenemos que entender es que la Madre Tierra es un sistema vivo y que todos compartimos el mismo destino. Por eso, lo primero que hay que cuidar y zonificar es la tierra.

SR. COORDINADOR (Peñalva): En tu opinión, ¿cómo se consagran estos derechos?

SRA. MARÍA CANDELARIA CORONA GIANOLI: Normativamente, por suerte ya los tenemos bastante consagrados al derecho al ambiente y el derecho al agua. Diana Moralejo ha sido una gran impulsora en la consagración de estos derechos en la nueva Constitución de Santa Fe, y también ya los vemos en el Código Civil y Comercial de 2015, en el artículo 240, con los derechos de incidencia colectiva. Ya lo veíamos en el Código de Vélez Sarsfield, gracias a lo cual también se generaron y sancionaron distintas leyes, como la Ley de Presupuestos Mínimos Ambientales o la Ley General de Ambiente, la cual exige que haya planes de ordenamiento territorial en todo el país.
	Entonces, lo que hace falta no es seguir reafirmando estos derechos, sino, específicamente, empezar a implementar las herramientas que ya tenemos y ver cómo articulamos todas estas normativas a nivel nacional y a nivel provincial para aplicarlo en la ciudad. Principalmente con los sectores con los que tenemos una mayor deuda, que son los sectores más vulnerables.

SR. COORDINADOR (Peñalva): Y, ¿cómo impactaría todo esto que vos planteás en nuestra región, a nivel local, pero considerando también los compromisos a nivel global?

SRA. MARÍA CANDELARIA CORONA GIANOLI: Lo principal es no pensar solo en la ciudad o delimitarnos solo a la aplicación en la ciudad. Justamente, como decía el Dr. Barbotti, hoy vemos en cada vez más sectores todo lo que son las áreas metropolitanas. Esto genera que haya un continuo intercambio entre los servicios, la población, el trabajo, y por lo tanto lo que tenemos que procurar es que se garanticen políticas públicas que nos permitan interrelacionar las distintas ciudades y pueblos para poder planificar obras, el transporte, la seguridad, la gestión del agua, y poder implementar todas estas acciones en conjunto para poder aprovechar todo este potencial que tenemos y no tirarlo, digamos, a la basura. ¿Por qué? Porque si cada intendente hace “la suya” se produce esta fragmentación territorial, que sería desaprovechar el potencial.
	Por lo tanto, necesitamos innovar con una gobernanza supralocal y coordinar entre los territorios que, por suerte, en Santa Fe tenemos la Ley Nº 13.532, que permite armar los Entes de Coordinación de las Áreas Metropolitanas -también llamados ECOM-, que son espacios donde los intendentes se juntan para gestionar las soluciones en equipo, algo que ya vemos funcionando bárbaro en el Gran Rosario. Pero en realidad hay que ser realistas: que los intendentes solo se junten no alcanza, porque hay temas que son bastante pesados, como organizar los barrios populares, la lucha contra el narcotráfico, la inseguridad que vemos en los barrios, que necesitan, sí o sí, la inversión de mucho dinero, de una gran partida presupuestaria, que debe venir, también, del Gobierno Nacional.
	Y a nivel mundial, por su parte, también tenemos que cumplir con los objetivos de la Agenda 2030 de la ONU, específicamente el Objetivo 11, que nos exige lograr estas ciudades y asentamientos que sean inclusivos, seguros, sostenibles y resilientes; y también tenemos otros tratados internacionales, con los cuales nos comprometimos, como son la Declaración de Montreal de 2015, que pide que se les dé un mayor reconocimiento y un mejor financiamiento a las áreas metropolitanas, y la Nueva Agenda Urbana, del Congreso Hábitat III, que nos marca que hay que dejar atrás los pedacitos aislados, aplicar una gobernanza inclusiva, y empezar a hablar del enorme derecho a la ciudad metropolitana.
	Y para finalizar, me gustaría leerles una conclusión que armamos conjuntamente con el equipo del Instituto de Derecho Ambiental, en la cual decimos: “Cambiar la cabeza y la forma en la que venimos haciendo las cosas nunca es fácil, exige ser astutos y pensar a largo plazo, para repartir bien los beneficios de nuestro territorio. Pero hoy tenemos las leyes, las herramientas y la oportunidad histórica de armar ciudades donde dé gusto vivir, que sean justas y que cuiden nuestro entorno, con un sólido sustento para la implementación de regímenes jurídicos para la planificación del uso del espacio físico, armonizando los intereses y derechos individuales con los objetivos colectivos de velar por el interés de las generaciones futuras y el manejo racional de recursos naturales estratégicos”. Gracias.

-aplausos.

[bookmark: _Toc236127634]Disertación del abogado Juan Bautista Milia
SR. COORDINADOR (Peñalva): Muchas gracias, María Candelaria.
	Seguidamente vamos a conversar con el Dr. Juan Bautista Milia, quien es Abogado y también docente de Derecho Público, Provincial y Municipal de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad Católica de Santa Fe.
	Con él vamos a charlar sobre la participación ciudadana como derecho humano, y también respecto a sobre cómo se puede garantizar efectivamente su protección a nivel municipal.

SR. JUAN BAUTISTA MILIA: Muchas gracias, buenas tardes.
	En primer lugar, un agradecimiento especial para quienes se han tomado el trabajo de organizar esta jornada sumamente interesante, un agradecimiento para quienes nos reciben esta tarde, como así también para quienes nos han propuesto para poder venir a plantear nuestra humilde colaboración.
	Cuando se nos propuso un tema como disparador de esta jornada, se me ocurrió pensar en la pregunta qué debe incorporar esta Carta Orgánica, en la cual todos, de alguna manera, estamos pensando, que sobrevuela las ideas de muchos de nosotros, para poder garantizar estos nuevos derechos constitucionales. Mucho se ha hablado ya de los derechos que están reconocidos, tanto a nivel del bloque de constitucionalidad, como de la Constitución reformada en 2025, y escuchándolo al profesor Gaggiamo, me quedó una frase que me pareció maravillosa, porque, de algún modo, nos sirve como disparador de esta pregunta. Si no tomé equivocadamente nota, él dijo: “el derecho, sin una maquinaria institucional que lo vuelva efectivo es una promesa”. Y qué complicado que es cuando uno promete y las promesas quedan incumplidas, porque alguien lo demanda.
	¿Qué necesitamos para poder hacer que estas promesas dejen de ser promesas y se vuelvan realidades? Básicamente, garantías. La cuestión del derecho y las garantías no es novedosa, la cuestión del derecho y las garantías, quizás, la podríamos encontrar embrionariamente, o de manera casi protogenética, en la Carta Magna de Inglaterra del año 1215. Pero no nos vamos a ir tan lejos, aunque sí tendríamos que prestar suficiente atención a que ya la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 hace referencia a las garantías, en el artículo 12° y en el artículo 16°. El artículo 12° plantea que “la garantía de los derechos del hombre y del ciudadano necesita de una fuerza pública. Esta fuerza –dice–, se halla instituida en beneficio de todos y no para la particular utilidad de aquellos a quienes es confiada”. Y el artículo 16°, siguiendo esta idea de garantizar derechos, nos dice que “toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no está asegurada, ni determinada la separación de poderes, carece de Constitución”.
	¿Qué es una garantía? ¿Qué son las garantías? ¿De qué tipo de garantías estamos hablando? Principalmente, estamos haciendo referencia a aquellas instituciones y procedimientos de seguridad o resguardo, creados en favor de quienes son titulares de derechos, básicamente para poder asegurarles a estos titulares de derechos el efectivo goce de esos derechos, o su restablecimiento cuando de manera indebida se los haya privado. El derecho, entonces, es lo protegido; la garantía es la protectora.
	La recordada profesora Susana Cayuso, en un artículo publicado en la revista El Derecho en 2014, planteaba que garantías y derechos son dos caras de una moneda. Básicamente, ¿garantías, para qué?: garantías para proteger. Y hablaba de garantías para proteger a aquellos derechos fundamentales que nacen de la Constitución. Pero no solamente los derechos fundamentales que nacen de la Constitución, sino también los valores que subyacen a esos derechos fundamentales, y también a los principios que nacen de estos derechos fundamentales.
	Garantías. Tenemos garantías de distinta naturaleza. Las excelentes disertaciones que me han precedido hablaron de herramientas. ¿Qué tipo de herramientas tenemos como garantías? Por un lado, las garantías procesales, el hábeas corpus, el amparo, el hábeas data, no vamos a hablar de eso. Quizás, tenemos que ir a las garantías institucionales, a estas herramientas que ponen en funcionamiento la maquinaria y que vuelven realidad, vuelven efectivas esas promesas para que no queden solo en promesas; mecanismos que, dentro de la arquitectura institucional, permiten poner límites al poder que busca avanzar sobre esos derechos fundamentales.
	Hasta ahora, sabemos que son muchos los derechos y me gustaría centrarme puntualmente en uno de ellos, que ha sido por demás de mencionado, y es la participación ciudadana. La participación ciudadana no es un mecanismo. La participación ciudadana es un derecho. Y, ¿por qué es importante esta Carta Orgánica? ¿Qué es lo que nos trae acá? La Carta Orgánica va a ser la norma fundamental que va a regir a este Municipio y va a organizar las competencias de los órganos que lo van a regir. Quizás consagre derechos y también garantías, pero, en definitiva, es la base del pacto democrático que nos va a regir localmente. Por eso es fundamental que esta Carta Orgánica, respecto de la cual nos hemos reunido a pensar, consagre que la participación ciudadana deje de ser una declaración, deje de ser una promesa de las tantas a las cuales hizo referencia el profesor Gaggiamo, y se transforme en una garantía constitucional efectiva.
	¿Y por qué la participación ciudadana? Porque no son pocas las menciones que tiene el texto constitucional reformado en 2025 sobre la participación ciudadana. El artículo 34, al hablar de la gestión integral de los recursos hídricos y de las políticas respecto del agua, exige la participación ciudadana. Cuando se hace referencia al derecho a la ciudad, en el artículo 35, también se exige que el mismo esté fundado en la participación ciudadana. El capítulo de las políticas públicas, cuando hace expresa referencia en el artículo 45 a diseños institucionales basados en la participación ciudadana. En el ordenamiento territorial, al cual hiciera referencia la doctora Corona, en el artículo 49, inciso 6, se exige la participación ciudadana. Y el artículo 155 plantea mecanismos de democracia directa y de participación ciudadana como base de la organización municipal.
	¿Por qué la importancia de la participación ciudadana, aparte de que ya ha hecho bastante mención el convencional reformador? Básicamente, porque no atravesamos tiempos sencillos. Ninguno de ustedes, me imagino, pondrá en duda si yo les digo que nuestra sociedad atraviesa una crisis de representatividad en cuanto a sus liderazgos. Todos, porque salimos, porque caminamos, porque estamos en la cola del supermercado, porque vamos a la cancha, porque disfrutamos con amigos, porque hacemos deporte o tomamos el transporte público, todos escuchamos hablar sobre desconfianza respecto de las decisiones públicas. "Che, ¿por qué hacen esto acá? ¿Y para qué gastan plata en esto? ¿Y a quién le deben estar queriendo dar una mano con esta obra que están haciendo por allá? Esto lo hacen porque a mí me dijeron, mi tío le contó a mi primo y me dijeron que, en realidad, esto es para ayudar a fulano de tal".
	Es necesario darles legitimidad democrática a las decisiones, y especialmente a las decisiones de política pública. Y la participación ciudadana, de algún modo, es lo que permite colaborar con el destierro de esta idea de que todas las decisiones las toman tres personas tomando café y comiendo triples alrededor de una mesa.
	Entonces, ¿qué mejor que desvirtuar esta sospecha de opacidad que garantizándole a la gente el hecho de la participación? Participación que está reconocida como un derecho humano fundamental en el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. No lo voy a leer para no alargar. También en el artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, al que sí me gustaría hacer referencia: “toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos”. En la misma línea, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 25. También en el mismo sentido el artículo 20 de la Declaración Americana de Derechos Humanos. Y ni qué hablar cuando vamos a cuestiones vinculadas con la gobernanza ambiental moderna: el Principio 10 de Río, el Acuerdo de Escazú, la Opinión Consultiva 23 del ‘17 de la Corte Interamericana. Tres pilares: información, participación y acceso a la justicia, son necesarios.
	Y, como cierre de todo este esquema de por qué es un derecho fundamental la participación ciudadana, me gustaría traer también la Convención Interamericana contra la Corrupción. En el inciso 11 del artículo 3 establece que, “a los fines expuestos en el artículo 2 –esto es, erradicar la corrupción–, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción”.
	Ni qué hablar de la jurisprudencia de la Corte Nacional en “CEPIS”, por ejemplo, donde no solamente hace referencia a la participación ciudadana, sino que, más puntualmente, va a algo a lo cual yo me quiero referir, que son las audiencias públicas. ¿En qué condiciones tienen que desarrollarse esas audiencias públicas? En condiciones donde haya un acceso a la información que sea adecuada, veraz e imparcial; donde esa participación pueda efectuarse previamente a la toma de decisiones; donde haya un intercambio responsable; y, lo más importante que plantea la Corte en “CEPIS”: donde haya una consideración efectiva de las opiniones. Las audiencias públicas no son “opinódromos”, no son lugares para ir a hacer catarsis, mientras quienes las convocan miran el Instagram o se fijan cómo salió el equipo que les interesa.
	La Corte Interamericana también hace referencia a cómo tiene que ser la participación ciudadana, bien que respecto de cuestiones vinculadas con la participación de los pueblos originarios, pero de las cuales se puede extraer pautas también; pero voy a omitir eso, para ir directamente a qué mecanismo propongo para la Carta Orgánica.
	Conocemos para garantizar la participación ciudadana: audiencias públicas, referéndum, iniciativa popular, participación en entes de control, consejos ciudadanos; pero a mí me gustaría centrarme en la constitucionalización de la audiencia pública, a través de su vinculación a procedimientos de doble lectura para materias trascendentes a la hora del dictado de cierta y determinada normativa.
	¿Qué es el mecanismo de doble lectura? Es un mecanismo propio de los sistemas unicamerales, como es nuestro Concejo. Consiste en que se presenta el proyecto, se hacen los despachos de comisión, se lleva el tema al recinto, el Cuerpo trata inicialmente el tema, trata el proyecto; en caso de que lo apruebe, el proyecto, los antecedentes, los dictámenes, los debates en el recinto tienen que ser publicados y convocarse a una audiencia pública donde la ciudadanía opine. Después, una vez celebrada la audiencia pública, considerar nuevamente por el Cuerpo las observaciones de la ciudadanía y volver a tratar el proyecto a los fines de, en su caso, su modificación y aprobación definitiva.
	Ese es un poco, me parece un mecanismo que permitiría de algún modo incorporar, si fuera así adoptado en la Carta Orgánica, la participación ciudadana a la hora de discutir respecto de ciertos y determinados temas.
	¿Cuáles son esos temas que me parece que tienen que ser pasibles de este mecanismo de doble lectura? Planeamiento urbano, cuestiones vinculadas con el ambiente, cuestiones vinculadas con el patrimonio público, zonificación, grandes proyectos urbanos y aquellos que tienen que ver con el derecho a la ciudad.
	Bueno, ¿cómo lo sintetizamos? A ver, ¿de dónde tomo esto? No se me ocurrió a mí, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires lo contempla en los artículos 89 y 90; para ciertos temas también la Constitución de la Provincia de Córdoba, igualmente la Constitución de Río Negro.
	Es muy interesante respecto de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, un fallo del año 2024, “Joly, Eduardo Daniel contra Legislatura de CABA”. ¿Qué hizo? ¿Qué pasó en la causa Joly? Básicamente se anuló el Código de Edificación de la Ciudad de Buenos Aires. ¿Por qué? Porque sometido a este procedimiento de doble lectura, a la hora de volver a ser considerado, no se tuvieron en cuenta las opiniones de la ciudadanía. Opiniones de la ciudadanía que en la audiencia pública cuestionaban, por ejemplo, el hecho de que la unidad mínima para construir fuera de 18 m2. Una mujer fue, extendió una sábana de 18 m2 en el recinto y dijo: ¿a ustedes les parece que se puede vivir acá?
A su vez los cuestionamientos de las organizaciones vinculadas a personas con capacidades diferentes, respecto de que se suprimían los mínimos para las escaleras, para los pasillos de los edificios. ¿Qué dijo la Justicia Constitucional Administrativa de la Ciudad de Buenos Aires? ¿Por qué anuló? Porque se consideró que “se transformó en un mero trámite formal a la audiencia pública a causa de que los legisladores no dieron ninguna respuesta satisfactoria a los planteos sustanciales formulados por los actores. Por tanto –dice– son los propios legisladores quienes convirtieron una instancia relevante de participación ciudadana en un decorado, un show, un artilugio para dar por cumplido lo que entendieron como un mero requisito y sacárselo de encima”.
	Es muy duro el fallo, yo creo que es súper interesante. Espero sí que quienes tengan el orgullo, la enorme tarea de dictar nuestra Carta Orgánica para la Ciudad de Santa Fe, entiendan que, como lo dijo la Corte de Estados Unidos, la jueza Kagan, en “Kimble contra Marvel”: “Un gran poder, implica una gran responsabilidad”, y que estén a la altura. Muchas gracias por la atención.
-Aplausos.

[bookmark: _Toc236127635]disertación de la abogada Mariela Uberti
SR. COORDINADOR (Peñalva): Muchas gracias Juan Bautista.
	Y ahora, para cerrar, la profesora Mariela Uberti, Abogada, docente de grado y posgrado de la Universidad Nacional del Litoral, de la Universidad Católica de Santa Fe, y miembro del Instituto de Derecho Municipal y Derecho a la Ciudad del Colegio de Profesionales de la Abogacía de Santa Fe.
	Y bueno, con Mariela vamos a charlar respecto de su posición o su opinión, si es conveniente dictar una carta orgánica para garantizar la autonomía.

SRA. MARIELA UBERTI: Muy buenas tardes. Los agradecimientos de rigor, no solo a esta Casa, que es mi casa y me siento muy cómoda, sino también a las otras instituciones y, fundamentalmente, a las concejalas que han pensado en esta actividad, porque considero que traer este tema que es de interés en este momento puntual, es una parte del debate público que es necesario. Es necesario que se haga con las universidades que hacen rica a nuestra ciudad y, fundamentalmente, pensando en tres tiempos –también yo utilizo la misma metáfora–, digo: de dónde venimos, en qué momento estamos hoy y cuáles son los desafíos que tenemos hacia el futuro.
	Y en el de dónde venimos, esta ciudad tiene una riqueza importante desde el punto de vista histórico, son más de 450 años de vigencia, tiene riqueza histórica por lo que tiene de patrimonio cultural histórico, y en esto las universidades son señeras, son formadoras de opinión, son formadoras de profesionales, son formadoras de una masa crítica que colabora en esto que nos interesa hoy, que es la vida en las ciudades a partir del concepto teórico de la autonomía municipal.
Pero también hay antecedentes que tienen que ver con esta lógica del derecho, el derecho como una herramienta para solucionar problemas, una herramienta para hacer más fácil la vida de las personas que vivimos en las ciudades. Y por eso asumo con mucha responsabilidad lo que hoy digo, porque creo que como operadores de derecho tenemos una responsabilidad enorme en los procesos del debate público.
	Y es histórica también, porque Santa Fe ha sido parte en muchos fallos judiciales que han tenido la virtualidad de que antes que en 1994 se consagrara la autonomía municipal en el régimen federal, decir: Santa Fe tiene que dar un puntapié inicial en esto. Y después del ‘94 también, porque hasta la Constitución del 2025 éramos tres provincias en el concierto del país las que no teníamos consagrada la autonomía municipal, las otras son Buenos Aires, que veo lejos que llegue a solucionarlo, y Mendoza que está en un proceso bastante turbulento de intentar, a través del procedimiento de la enmienda constitucional, llegar a este punto.
	El otro elemento histórico importante es que durante la década del ‘30 del siglo pasado, Santa Fe y Rosario, durante la vigencia de la hermosa Constitución –aunque efímera– del ‘21, dictaron cartas orgánicas, que también tuvieron una muy corta duración, pero creo que nos ponen a los santafesinos en esa disyuntiva de encontrar que este es un momento especial.
Un momento como Saba dice: “los momentos constitucionales”; es decir, cuando hay una especie de sincronía en la sociedad, en las instituciones, en todos los organismos que tenemos que pensar en esto, decir: este es el momento propicio, más allá de la habilitación constitucional, para llegar a este punto, para llegar a tener una carta orgánica.
Por eso creo que este es un momento propicio, creo que la ciudad tiene que llegar a tener su Carta, si se dan todos los consensos necesarios, porque no ignoro que nosotros hablamos desde el punto de vista del derecho, pero acá hay otros factores, fundamentalmente, el factor de la incidencia de la política y de sus operadores que hacen que esto sea posible. Pero creo que si pensamos de dónde venimos, más todos los antecedentes que fui relatando sucintamente, nos llevan a pensar que estamos en un momento propicio para que se den las condiciones para que Santa Fe, capital de la provincia, cuna de la Constitución Nacional, tenga su Carta Orgánica.

SR. COORDINADOR (Peñalva): Y en ese marco, Mariela, ¿qué derechos considerás que debería contener esa Carta Orgánica?

SRA. MARIELA UBERTI: Bien, para no repetir lo que los colegas hablaron antes –algo que también tenía pensado–, digo, lo sintetizo en tres grandes núcleos: derechos individuales, derechos colectivos, y lo que yo denomino la garantía democrática.
	Como profesora de Derecho Constitucional estoy convencida de que los derechos son operativos y que no es necesario que la Carta reproduzca lo que tenemos en la Constitución Nacional o en la Constitución Provincial. Lo que sí creo es que es una oportunidad para que esa Convención Constituyente de tercer grado sea creativa en buscar qué derechos son los que a nosotros nos dan esta particular esencia de ser la ciudad de Santa Fe, con estas características.
	Me parece que no se pueden desconocer los derechos, no tanto en sí el derecho, la consagración del derecho, sino los mecanismos para que esos derechos puedan ser efectivos en términos de consumidores y usuarios.
	Santa Fe tiene una gran ventaja desde el punto de vista normativo, y es que tiene ya una “mochila” muy grande, un bagaje muy grande de legislación local propicia para estos nuevos derechos. Quizás –y esto va para la parte final–, el desafío es encontrar cómo ensamblamos eso que ya tenemos con las previsiones de la Constitución y la Ley Orgánica, que también fijan un marco.
	En los derechos colectivos, y no en el concepto de colectivo porque es un conjunto de personas, sino porque creo que atraviesan a toda la sociedad santafesina, voy a usar una metáfora. Para mí Santa Fe es como una especie de rueda, una rueda geográfica ubicada en un espacio territorial estratégico. Y esa rueda tiene que ser uno de los pilares en los temas que los convencionales vayan a considerar. ¿Por qué una rueda? Porque estamos en el corredor bioceánico, nos unimos con la vecina ciudad de Paraná a través del túnel, tenemos ríos, tenemos rutas y somos un buen punto de distribución de la logística y de la estrategia en los sistemas productivos.
	La ciudad, a pesar de su geografía como un cono, ya tiene algunos puntos estratégicos donde se ensamblan las actividades productivas. Y me parece que a esto hay que mirarlo, no sé si en distintos planos, como se suele hablar desde el urbanismo, pero sí desde distintas miradas; es decir: ¿qué movilidad pensamos que es propicia para que esta ciudad aúne todos estos elementos que se fueron mencionando? ¿Cómo pensamos esa vinculación norte, sur, este, oeste? ¿Cómo integramos la diversidad de nuestra población, la diversidad de nuestro componente productivo, la diversidad de nuestro esquema cultural y social? ¿Cómo pensamos que protegemos nuestras áreas naturales? Sí tenemos una buena ordenanza de áreas naturales, pero hay terrenos o espacios que no están concebidos, espacios que están habitados, espacios que con la llegada del fenómeno de El Niño van a estar en dificultades. Entonces, digo, una ciudad que pensó en la gestión de riesgo como una política pública hace muchos años, es una ciudad que está mirando no sólo los problemas que tuvo, cómo los resuelve, sino también cómo va a resolver hacia futuro ese problema u otros que puedan venir como una complejidad respecto de este tema.
	Entre los derechos colectivos, a mí me parece que es importante que la Carta Orgánica, y lo digo desde el punto de vista, no sólo teórico, sino porque estoy convencida que en el Derecho Público local el federalismo de concertación no es solo una teoría, sino que es un modo de distribución de las competencias. Y si bien es cierto que lo que la Carta le va a dar a la autonomía es completar esos cinco niveles, no es solamente eso, porque, de hecho, podríamos tener ciudades autónomas sin que tuvieran carta.
Pero sí me parece que el federalismo de concertación, como teoría, pero aplicado en la práctica, lo que va a permitir es establecer esas relaciones de coordinación –las de subordinación ya están en las otras normas–, pensarlas estratégicamente para vincular esta ciudad a través de los procedimientos del asociativismo municipal, de las regiones, las microrregiones y las áreas metropolitanas. Y a este respecto, también tenemos una gran experiencia en Santa Fe con el ECAM, que lleva muchos años funcionando de manera correcta.
	Pero digo, hay que pensar el federalismo en términos de distribución de competencias, porque yo no ignoro que la autonomía es posible si y solo si el Municipio tiene recursos para llevarla adelante. Y esa creatividad es la que van a tener que tener para pensar qué recursos va a tener esta nueva Carta, que no sea quedarnos en los viejos sistemas. Por eso digo que hay que ser creativos para pensar, para que el mayor volumen de esos recursos sea de generación propia y no dependamos de los recursos que están establecidos en otras normas, como la Ley de Coparticipación, en relación con lo que viene de la Nación a la Provincia y de la Provincia al Municipio.
	En cuanto a la participación ciudadana –que comparto lo que dice el Dr. Milia, que es un derecho–, yo también creo que, además de un derecho, la oportunidad de la Carta es pensar todas las estrategias posibles, no solo las que están enunciadas en la Ley Orgánica de Municipios, sino muchas otras que tienen que ver con nuestra propia idiosincrasia. Por ejemplo, el micromecenazgo o la participación, que desde el punto de vista empresarial tiene una faceta, cómo vinculamos como Municipio esa posibilidad de poder llevar adelante determinadas políticas públicas que tienen que ver con el acceso a los bienes públicos, y que a veces el Municipio no puede, no solo porque no tiene los recursos económicos, sino porque a veces no tiene los recursos humanos.
Voy a hacer una digresión, en muchos grupos y redes siempre reclaman al placero como un funcionario importante dentro de la organización de la vida del espacio público. Bueno, el micromecenazgo es una herramienta que permite que cada uno de estos espacios públicos pueda ser mantenido en función de un determinado eje o de una determinada política.
	Y aportando a lo que decía el Dr. Milia, hay otros elementos que me parecen importantes entre los procedimientos de la participación ciudadana, y hago una recomendación: la Convención o estos espacios deben ser lo suficientemente abiertos para que toda la ciudadanía participe, cada uno con sus voces, pero después la Carta no puede ser una carta en la que todo tenga que ser debatido en audiencia pública, porque si no, nos vamos a encontrar con una dificultad que a veces desde la parte deliberativa no se tiene en cuenta, que es: ¿cómo llevamos adelante esto que planificamos como un derecho, como una garantía, como un procedimiento? Porque después el Ejecutivo tiene serias dificultades para llevarlo adelante. Entonces, pensemos los procesos deliberativos de una manera equilibrada y proporcional, de acuerdo al tema que nos interese tratar.
	Me parece que otro elemento importante, que es un derecho pero que está vinculado con principios que están en la Constitución y en la Ley, es cómo hacer efectiva la transparencia. Si bien la ciudad de Santa Fe tiene su ordenanza de acceso a la información pública, la transparencia no está solamente vista desde la perspectiva del ciudadano que quiere conocer cuáles son sus datos. Hoy –y lamento pensar distinto que mi querido amigo Esteban–, pienso que no podemos evitar que los datos estén. Y siempre es preferible que esos datos estén, y estén regulados y controlados, a que estén en manos de cualquier empresa o de cualquier holding y que con esos datos hagan cualquier cosa.
	Pero sí creo que, desde el punto de vista, desde adentro del Municipio, esa transparencia en los datos tiene que servir. Hoy –al menos desde mi punto de vista–, no hay posibilidad de planificar ninguna política pública sin datos. Yo creo que no la hubo antes, no la hay ahora y no la va a haber en el futuro. Sin datos no se puede planificar. Y esos datos tienen que estar accesibles. Tiene que haber un modo en el que fijemos algunas reglas sobre: qué datos se obtienen, para qué se obtienen, cómo se resguardan y cuál es la protección que le damos al ciudadano respecto de esos datos.
	Porque a esto lo asocio con una nueva mirada del Municipio, salido desde la burocracia, desde lo anquilosado. Yo no sé si vamos a llegar a la despersonalización; lo que sí creo es que el Municipio tiene que ser ágil y dinámico, porque la obligación que tenemos todos los que alguna vez hemos pasado por estas instancias, es lograr un grado de satisfacción de la ciudadanía con las políticas públicas. A mayor grado de satisfacción, va a ser mejor la calidad de la ciudad que tengamos.
	Y un último elemento que marcaría dentro de los derechos, es todo lo que tiene que ver con la participación, que algunas experiencias hay, como el Concejo Joven, pero sí los pensaría en otras áreas como el voluntariado o pensar algunas otras estrategias. La miro a Valeria López Delzar y me acuerdo de cuando se creó lo que en términos del derecho decimos “el ombudsman” y que aquí se llaman “derechos ciudadanos”. Es una herramienta que nosotros ya la tenemos. Probablemente, la Carta solo tenga que decir que en el equilibrio de las funciones del Estado tenemos en la sala de máquinas –como dice Esteban–, un Poder Ejecutivo, un Poder Deliberativo o Legislativo, una Función Jurisdiccional Administrativa de Faltas, y las herramientas, los Órganos de Control, que hacen posible que esa transparencia sea una meta de aquí en adelante.

SR. COORDINADOR (Peñalva): Mariela, hiciste alguna referencia a desafíos. En ese marco, te pregunto, ¿cuáles pensás que son los desafíos de los Concejos Municipales en este contexto?

SRA. MARIELA UBERTI: Bien, es un desafío que lo planteamos en su momento, antes de que saliera la Ley Orgánica. Y creo que es un desafío que tienen quienes integran los cuerpos legislativos, tanto de la Provincia como de los Municipios, que es encontrar el equilibrio entre la legislación existente, la Constitución del ’25 –que nos para en una posición absolutamente distinta de la que teníamos con la Constitución del ’62–, la Ley Orgánica de Municipios –para todos aquellos que pudiendo dictar cartas no las dicten, o para los que no pueden dictar cartas orgánicas– y un conjunto de normas que están dentro del esquema, tanto provincial como municipal, que tienen directa relación con la autonomía.
	Hoy mencioné coparticipación. Coparticipación es una, y es importante, es muy importante, y es importante que todos tengamos en cuenta que cuando eso se debata, tenemos que estar sumamente atentos. Coparticipación, por un lado.
	Por otro lado, lo que tiene que ver con el régimen laboral del empleo público. Tenemos leyes muy antiguas. La sociedad cambió sustancialmente y en la medida de lo posible hay que tratar de adecuar esa normativa. Otras normas que, si bien insisto, Santa Fe tiene muy buena experiencia y tiene mucho de avanzado en este tema, que van a tener que repensarse a la luz de la nueva Constitución, es la relacionada al planeamiento urbano y al desarrollo estratégico. Me parece que Santa Fe tiene una potencialidad como ciudad, pero en este sentido de la estrategia del lugar en el que está ubicada, el planeamiento debe tenerlo en cuenta. Y no solamente lo debe tener en cuenta para favorecer la mayor cantidad de productividad, porque la productividad trae trabajo y el trabajo trae bienestar y trae mejores condiciones para la ciudadanía, sino también pensarla desde el punto de vista de ese espacio físico que permite el desarrollo de nuevas potencialidades para quienes estamos viviendo en esta ciudad.
	Y digo, hoy decían que el 60% de la población de la Provincia es nativa digital, o sea, tiene menos de 35 años. Es el futuro, es lo que viene. Nosotros tenemos –y digo nosotros, me pienso y hablo en nombre propio–, digo, yo como abogada, yo como profesora, como operadora del derecho, tengo que mirar de dónde vengo, porque es la base de lo que yo proyecto hacia adelante, pero lo primero que tengo que mirar es qué auditorio va a ser el que va a receptar, el que va a vivir o el que va a padecer las normas que se dicten.
	Entonces, me parece que es un desafío fundamental –para los Concejos Deliberantes el tema de la autonomía, pero para la Legislatura también–, aggiornar toda esa legislación que hoy está vigente y que está, o va a estar, desacompasada, con las nuevas normas que rigen en la Provincia de Santa Fe. Muchísimas gracias.

-aplausos.

[bookmark: _Toc236127636]finalización del conversatorio
SR. COORDINADOR (Peñalva): Bueno, muchísimas gracias a los expositores y a las expositoras, a todos los presentes y a la organización.
	Con esto damos por finalizado este Tercer Conversatorio. Buenas tardes.

-aplausos.
-son las 17:52 hs.
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